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DERECHO A LA SALUD/ Necesidad de acreditar la existencia de la prescripción médica/ Atención de patologías adquiridas por deficiente manejo de la IPS
“En efecto, a folio 8 y 9 del expediente se observa la orden médica para valoración por “infectología”; más no ocurre lo mismo, en relación con la “Gammagrafía Ósea con Galio 67 de Citrato que especifique huesos intervenidos”, pues en realidad la misma surge como una sugerencia de los galenos que estuvieron a cargo de la realización de la “Gamagrafía Ósea de 3 fases”, practicada el día 30 de diciembre de 2015, razón por la cual este examen no podrá ordenarse y solamente se analizará la solicitud de remisión al infectólogo. 

“(…) la entidad llamada a atender los requerimientos en materia de salud del actor (…) es precisamente Sanidad Militar (…) con independencia de que los actuales padecimientos sean producto de un indebido manejo, en este caso, de bioseguridad por parte de la IPS contratada para realizarle la cirugía a corazón abierto.”  

Cita: Corte Constitucional, sentencia T- 384 de 2013 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, nueve de febrero de dos mil dieciséis
Acta N°  0      de 9 de febrero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por HENRI ANTONIO JAQUI GIRALDO contra el DISPENSARIO MÉDICO No 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA “BATALLA DE SAN MATEO” y la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Jaqui Giraldo, que en calidad de Sargento Primero del Ejército en retiro, los servicios de salud le son prestados por el Dispensario Médico del Batallón San Mateo; que el día 11 de diciembre de 2014 le fue realizada cirugía de corazón abierto, cuya práctica afectó de manera considerable su estado de salud, al punto que el pasado 30 de diciembre de 2015, le fue prescrita por parte del especialista en medicina nuclear, una “Gammagrafía Ósea con Galio 67 de Citrato que especifique huesos intervenidos” y por cuenta de su médico tratante, fue remitido a control por “Infectología”, servicios ambos que no le han sido autorizados, bajo la excusa de que la llamada a juicio no tiene convenio para atender sus requerimientos.

Afirma que su estado de salud es delicado y se agrava paulatinamente en virtud a la inactividad de la entidad encargada de prestar el servicio, pues el examen prescrito se hace necesario para determinar si en la práctica quirúrgica que le fue realzada adquirió una bacteria o sí se trata de un diagnóstico diverso.

Es por lo anterior que solicita la protección de sus derechos fundamentales a la vida digna, a la salud y a la dignidad humana y que en consecuencia se ordene al Dispensario Médico No 3029 del Batallón San Mateo, la práctica del examen y la valoración por el especialista requerido, así como el suministro del tratamiento integral que su actual condición médica requiere.
TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se corrió traslado a las accionadas por el término de (2) días, dentro del cual el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” adujo en su defensa, que la patología que padece el señor Jaqui Giraldo fue adquirida por contagio de infección en el Hospital Santa Sofía de Manizales, cuando le fue realizada la cirugía de corazón abierto, razón por la cual esa entidad debía ser vinculada a este trámite, en orden a que asuma el tratamiento que requiera el paciente para superar el evento adverso en mención.  
Sostiene que en el presente asunto no se evidencia la ocurrencia de un perjuicito irremediable que permita la intervención del juez de tutela, al paso que alega no  haberle negado servicio alguno al actor, pues es claro que la referida IPS es la llamada a brindar la atención por cuenta del siniestro de Bioseguridad del cual es responsable.

En auto de fecha dos (2) de los corrientes, se dispuso la vinculación del Hospital Santa Sofía de Manizales, IPS que a pesar de encontrarse debidamente notificada, no efectúo ningún pronunciamiento relacionado con los hechos de la acción y su vinculación al presente trámite.

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿La falta de autorización de los servicios ordenados por el médico tratante vulnera el derecho a la salud del actor?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.

La Ley 100 de 1993 excluyó del  Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud, son ajenos al usuario. Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnostico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el actor se duele de la omisión en la que ha incurrido el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, en relación con la práctica del examen denominado “Gammagrafía Ósea con Galio 67 de Citrato que especifique huesos intervenidos” y la remisión al especialista en “Infectología”, realizada por su médico tratante.

En efecto, a folio 8 y 9 del expediente se observa la orden médica para valoración por “infectología”; más no ocurre lo mismo, en relación con la “Gammagrafía Ósea con Galio 67 de Citrato que especifique huesos intervenidos”, pues en realidad la misma surge como una sugerencia de los galenos que estuvieron a cargo de la realización de la “Gamagrafía Ósea de 3 fases”, practicada el día 30 de diciembre de 2015, razón por la cual este examen no podrá ordenarse y solamente se analizará la solicitud de remisión al infectólogo. 
Definido lo anterior, es del caso precisar que la única razón para que en la actualidad no le haya sido autorizado y prestado el servicio que requiere el actor, es la responsabilidad que sobre su actual condición médica le endilga el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 a la Clínica Santa Sofía de Manizales, con ocasión del evento adverso que tuvo como consecuencia la infección Nocosomial que actualmente lo aqueja.

Dicha justificación no es compartida por la Sala, en la medida en que la entidad llamada a atender los requerimientos en materia de salud del actor, en su condición de Sargento Primero retirado del Ejército Nacional, es precisamente Sanidad Militar de esta institución a través del Dispensario Médico accionado, por tener éste su residencia en esta ciudad, conforme lo establece el Decreto Ley 1795 de 2000, con independencia de que los actuales padecimientos sean producto de un indebido manejo, en este caso, de bioseguridad por parte de la IPS contratada para realizarle la cirugía a corazón abierto.  

La responsabilidad que quepa a la Clínica Santa Sofía de Manizales por el estado de salud del actor y los costos en los que ha incurrido, por cuenta de su indebido actuar, la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, es un tema ajeno al presente debate, pues se trata de un trámite administrativo de índole interinstitucional que en nada debe afectar la continua prestación del servicio de salud al paciente, por parte de esa entidad.
Así las cosas, la negativa a autorizar la valoración por el especialista en infectología, al señor Jaqui Giraldo vulnera su derecho a la salud,  razón por la cual se tutelará dicha garantía constitucional y en consecuencia, se ordenará a la Dirección de Sanidad el Ejército Nacional a través del Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, dirigido por la Capitán Teresa Liliana Leyva Quintero, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas realice todas las gestiones necesarias, para que le sea autorizada y programada la valoración por el especialista en “Infectología”.
Así mismo, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente, en el tratamiento que el diagnóstico “GRANOLOMA POR CUERPO EXTRAÑO” requiera. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular el señor HENRI ANTONIO JAQUI GIRALDO.
SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN DE Sanidad el Ejército Nacional a través del Dispensario Médico Nº 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, dirigido por la Capitán Teresa Liliana Leyva Quintero, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas realice todas las gestiones necesarias, para que le sea autorizada y programada la valoración por el especialista en “Infectología” al señor HENRI ANTONIO JAQUI GIRALDO.
Así mismo, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente,  en el tratamiento que el diagnóstico “GRANOLOMA POR CUERPO EXTRAÑO” requiera. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario 
� Ver Sentencia T-650 de 2009
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